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REAL DECRETO-LEY 11/2020, DE 31 DE MARZO, POR EL QUE SE 

ADOPTAN MEDIDAS URGENTES COMPLEMENTARIAS EN EL ÁMBITO 

SOCIAL Y ECONÓMICO PARA HACER FRENTE AL COVID-19 
 

 

Medidas de protección de consumidores 
 

1. Derecho de resolución de determinados contratos sin penalización por parte 
de los consumidores y usuarios. 
 
- si como consecuencia de las medidas adoptadas durante la vigencia del estado de 

alarma los contratos suscritos por los consumidores y usuarios, resultasen de 
imposible cumplimiento, el consumidor y usuario tendrán derecho a resolver el 
contrato durante un plazo de 14 días y el empresario estará obligado a devolver 
las sumas abonadas por el consumidor o usuario, salvo gastos incurridos 
debidamente desglosados y facilitados al consumidor, en la misma forma en que 
se realizó el pago en un plazo máximo de 14 días. 

 
- En los contratos de prestación de servicios de tracto sucesivo, la empresa 

prestadora de servicios podrá ofrecer opciones de recuperación del servicio a 
posteriori y sólo si el consumidor no pudiera o no aceptara dicha recuperación 
entonces se procedería a la devolución de los importes ya abonados en la parte 
correspondiente al periodo del servicio no prestado por dicha causa o, bajo la 
aceptación del consumidor, a minorar la cuantía que resulte de las futuras cuotas 
a imputar por la prestación del servicio. Asimismo, la empresa prestadora de 
servicios se abstendrá de presentar a cobro nuevas mensualidades hasta que el 
servicio pueda prestarse con normalidad, sin que ello dé lugar a la rescisión del 
contrato. 

 
- respecto a los contratos de viaje combinado, que hayan sido cancelados con 

motivo del COVID19, el organizador o, en su caso el minorista, podrán entregar al 
consumidor o usuario un bono para ser utilizado dentro de un año desde la 
finalización de la vigencia del estado de alarma. Transcurrido el periodo de validez 
del bono sin haber sido utilizado, el consumidor podrá solicitar el reembolso 
completo de cualquier pago realizado en un plazo no superior a 60 días desde la 
fecha de la resolución en del contrato. 

 
2. Medidas de restricción a las comunicaciones comerciales de las entidades que 

realicen una actividad de juego  
 

Se prohíben las comunicaciones comerciales que, de forma implícita o expresa, hagan 
referencia a la situación de excepcionalidad que deriva de la enfermedad COVID-19 o 
interpelen al consumo de actividades de juego en este contexto. 
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Medidas de apoyo a la industrialización 
 

1. Devolución de gastos y concesión de ayudas por cancelación de actividades 
de promoción del comercio internacional y otros eventos internacionales. 
- se habilita la devolución a las empresas que hayan incurrido en gastos no 

recuperables en esta o futuras ediciones, de las cuotas pagadas para la 
participación en las ferias, u otras actividades de promoción de comercio 
internacional, que hayan sido convocadas por la entidad, cuando estas sean 
canceladas, gravemente afectadas o aplazadas por el organizador como 
consecuencia del COVID 19.  

  

Otras medidas 
 

1. Medidas extraordinarias aplicables en relación con los plazos de formulación 
y rendición de cuentas anuales del ejercicio 2019 de las entidades del sector 
público estatal y de remisión de la Cuenta General del Estado al Tribunal de 
Cuentas. 
 
Cuando con motivo de la declaración de estado de alarma ello no fuera posible respetar 
los plazos previstos en la normativa, quedarán suspendidos dichos plazos 
reanudándose su cómputo cuando desaparezca dicha circunstancia. 
 

Modificación del artículo 40 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 
de marzo, relativo a medidas extraordinarias aplicables a las 
personas jurídicas de Derecho privado. 
 
Se modifica dicho artículo en el siguiente sentido: 
 

- se añade que las sesiones de los órganos de gobierno y de administración de las 
asociaciones, de las sociedades civiles y mercantiles, del consejo rector de las 
sociedades cooperativas y del patronato de las fundaciones puedan celebrarse 
además de por videoconferencia, por conferencia telefónica múltiple, siempre 
que tanto los miembros del órgano como las personas que tuvieran derecho de 
asistencia o quienes les representen dispongan de los medios necesarios. 

 
- será válida la formulación de las cuentas que realice el órgano de gobierno o 

administración de una persona jurídica durante el estado de alarma pudiendo 
igualmente realizar su verificación contable dentro del plazo legalmente previsto o 
acogiéndose a la prórroga de dos meses a contar desde que finalice el estado de 
alarma, tanto para la auditoria obligatoria como voluntaria. 

 
- en relación con la propuesta de aplicación del resultado, las sociedades mercantiles 

que, habiendo formulado sus cuentas anuales, convoquen la junta general 
ordinaria a partir de la entrada en vigor de la presente disposición, podrán sustituir 
la propuesta de aplicación del resultado contenida en la memoria por otra 
propuesta. Deberá también acompañarse de un escrito del auditor de cuentas en 
el que este indique que no habría modificado su opinión de auditoría si hubiera 
conocido en el momento de su firma la nueva propuesta. 

 
Tratándose de sociedades cuya junta general ordinaria estuviera convocada, el 
órgano de administración podrá retirar del orden del día la propuesta de aplicación 
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del resultado a efectos de someter una nueva propuesta a la aprobación de una 
junta general que deberá celebrarse también dentro del plazo legalmente previsto 
para la celebración de la junta general ordinaria. La decisión del órgano de 
administración deberá publicarse antes de la celebración de la junta general ya 
convocada. La certificación del órgano de administración a efectos del depósito de 
cuentas se limitará, en su caso, a la aprobación de las cuentas anuales, 
presentándose posteriormente en el Registro Mercantil certificación 
complementaria relativa a la aprobación de la propuesta de aplicación del 
resultado. 

 

Modificación del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 
 
Las escrituras de formalización de las novaciones contractuales de préstamos y créditos 
hipotecarios que se produzcan al amparo del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-
19, quedarán exentas de la cuota gradual de documentos notariales de la modalidad de actos 
jurídicos documentados de este Impuesto, siempre que tengan su fundamento en los 
supuestos referentes a la moratoria de deuda hipotecaria para la adquisición de vivienda 
habitual. 
 

Modificación de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen 
jurídico de los movimientos de capitales y de las transacciones 
económicas con el exterior y sobre determinadas medidas de 
prevención del blanqueo de capitales. 
 
Se adoptan medidas que viene a reforzar las ya adoptadas a fin de evitar la amenaza de 
operaciones de adquisición de empresas españolas realizadas por parte de inversores 
extranjeros aprovechando la disminución del valor de aquellas por el impacto de la crisis global 
desencadenada por el COVID-19. 
 
El nuevo RDL vuelve a modificar la Ley 19/2003, de 4 de julio. De una parte, se amplía el 
ámbito de aplicación de la suspensión del régimen de liberalización de determinadas 
inversiones extranjeras directas en España por motivos de seguridad pública, orden público y 
salud pública en los principales sectores estratégicos de nuestro país, que se estableció en el 
citado artículo 7 bis, de modo que se extienda también a las realizadas por inversores 
residentes en países de la Unión Europea y de la Asociación Europea de Libre Comercio, cuando 
dichos inversores están controlados por entidades residentes fuera de ese ámbito territorial, 
esto es, cerrando la puerta a las inversiones indirectas, teniendo en cuenta quién es el titular 
real de sociedades que,  si bien podrían estar radicadas en la UE, su titular último (con un 
porcentaje de titularidad igual o superior al 25%) fuera extranjero. Al mismo tiempo, se agiliza 
el procedimiento para la tramitación y resolución de determinadas solicitudes de autorización 
previa de inversiones exteriores no requiriendo la autorización del Consejo de Ministros, a cuyo 
fin se introduce en la disposición transitoria segunda en dicho Real Decreto-ley un régimen 
procedimental transitorio para las operaciones que ya estuvieran en curso al entrar en vigor 
el nuevo artículo 7 bis de la Ley 19/2003 y para aquellas cuyo importe esté comprendido entre 
1 y 5 millones de euros, eximiéndose de la necesidad de autorización previa las operaciones 
de menos de 1 millón de euros. 
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Modificación de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector 
Eléctrico. 
 
De acuerdo con la vigente Disposición Transitoria Octava de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre, del Sector Eléctrico, los permisos de acceso y conexión a las redes eléctricas 
otorgados antes de la entrada en vigor de dicha ley caducarán si, con anterioridad al 31 de 
marzo de 2020, no se ha obtenido la autorización de explotación de la instalación de generación 
asociada a los mismos. Esta fecha límite se ha visto alterada por la suspensión de plazos 
prevista en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, que, a su vez, dispone la reanudación 
del cómputo de los plazos una vez concluido el estado de alarma. No obstante, para dotar de 
seguridad jurídica tanto a los promotores de proyectos de generación eléctrica titulares de 
dichos permisos, de los que dependen cuantiosas inversiones imprescindibles para el 
cumplimiento de los objetivos de penetración de nuevas energías renovables, como a los 
gestores de las redes eléctricas responsables de la concesión de los citados permisos de acceso 
y conexión, se dispone un plazo adicional de vigencia de estos permisos de dos meses, 
contabilizados desde el fin del estado de alarma, al objeto de que los sujetos afectados 
dispongan de un tiempo suficiente de readaptación a la nueva situación. 
  

1 de abril de 2020 
 


